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Como bien es sabido, el Decreto 1352 de 2013 consagra en su artículo 55 la periodicidad con que debe o, más bien, puede ser evaluada la pérdida de capacidad laboral de una persona que pretende ser declarada inválida, estableciendo que genéricamente debe transcurrir mínimo un año entre un dictamen y otro, pues de esta manera, lo que se revisa en oportunidades futuras es la progresividad de las patologías ya valoradas o la aparición de enfermedades nuevas que impliquen cambios en el porcentaje de PCL. Así mismo, se consagró allí la posibilidad de controvertir el dictamen antes de ese intervalo, por medio de una demanda ante la jurisdicción ordinaria laboral, tal como se indica en el artículo 44 Ibídem. 

No obstante, existen ciertas excepciones a esas pautas normativas, concretamente en aquellos eventos en que se logra establecer que aunque no haya transcurrido el lapso referido atrás, surgen nuevas patologías que requieren ser valoradas de manera urgente, o que algunas de las ya originadas hayan dejado de contemplarse dentro del dictamen expedido por la entidad calificadora, ello, atendiendo el principio de integralidad que debe traer consigo la evaluación que sobre el estado de salud se le haga al examinado. 

Sin embargo, aterrizando las anteriores excepciones al caso puesto en consideración de la Sala, se puede concluir que el accionante no se ubica dentro de esas hipótesis contingentes que abrirían paso a una eventual intervención por parte del Juez Constitucional, pues como él mismo lo reconoció, las patologías que a la hora de ahora tiene diagnosticadas, fueron las mismas que se encontraban anteriormente reconocidas y que incidieron para la expedición del dictamen inicial. Ahora, debe decirse que en el dossier no se observa alguna novedad en el estado de salud del señor Osorio Sanabria que por su gravedad amerite un desconocimiento de los términos que han sido legalmente estatuidos para reevaluar su pérdida de capacidad laboral, tampoco se acreditó que a la hora de ahora haya surgido una nueva patología que haga necesaria la agilización del trámite administrativo de calificación.  
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor HERNANDO OSORIO SANABRIA, accionante dentro del presente asunto, en contra de la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, el pasado 18 de junio de 2018, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional deprecada por él en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que desde hace algún tiempo viene presentando una serie de patologías que lo han llevado a iniciar ante su administradora de pensiones, Colpensiones, los trámites para la calificación de su estado invalidez, de manera que pueda obtener una pensión por dicha contingencia. Tales enfermedades han sido diagnosticadas por sus médicos tratantes como: “APNEA DEL SUEÑO, GASTRITIS, HIPERTENSIÓN ESCENCIAL, INSUFICIENCIA VENOSA, LUMBAGO NO ESPECIFICADO, MIGRAÑA SIN AURA Y TRASTORNO MIXTO DE ANSIEDAD Y DEPRESIÓN”. 
De conformidad con lo anterior, fue calificado el día 23 de agosto de 2017 por parte de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez de Risaralda –sic-, entidad que lo dictaminó con un porcentaje de PCL del 43.42%, estructurado el 15 de febrero de 2016, con ocasión de una enfermedad de origen común, basándose para ello en las enfermedades relacionadas atrás. 
Sin embargo, refiere el actor que con el paso de los días sus enfermedades han evolucionado de manera ostensible, por lo que el 7 de febrero del año que transcurre, le solicitó a Colpensiones que se le realizara una nueva calificación de su pérdida de capacidad laboral.

El día 7 de marzo de la presente anualidad fue atendido y valorado por el médico de Colpensiones en las instalaciones de ASALUD en Pereira; sin embargo, el 9 de mayo se le informó que el caso había sido “devuelto” por parte de esta última, al establecer que no todavía no había transcurrido un año desde que se le realizó la última calificación.  
Por esta razón, considera quebrantados sus derechos fundamentales a la seguridad social y debido proceso, porque no sólo se le está impidiendo obtener una nueva calificación de PCL con su actual cuadro clínico, sino que se está obstaculizando la posibilidad de acceder a un derecho prestacional fundamental como lo es la pensión de invalidez.   
PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados solicitó el accionante que se conceda la solicitud de amparo constitucional deprecada, y en consecuencia, se le ordene a Colpensiones que proceda a realizar la notificación del dictamen de pérdida de capacidad laboral efectuado por ASALUD el día 7 de marzo de 2018. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado de primera instancia avocó el conocimiento de la actuación el 5 de junio del año que avanza, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a Colpensiones para que en el término de 2 días ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió negar el amparo de los derechos reclamados por el señor Osorio Sanabria, puesto que a criterio del Despacho cognoscente, la entidad demandada ha actuado conforme a los parámetros normativos del caso, además, cada una de las inquietudes formuladas por el actor han sido absueltas por quienes han desatado cada una de las instancias en las que se ha calificado su invalidez. 
Por lo tanto, puntualizó la Juez A quo, que lo correcto es esperar a que transcurra el año que contempla la ley, para así poder solicitar una nueva valoración, porque no es el actor quien debe establecer la evolución de su enfermedad, sino la entidad competente para ese fin, y en cumplimiento a lo estipulado en el Manual Único para la Calificación de la Pérdida de Capacidad Laboral. 
IMPUGNACIÓN:
El día 19 de junio de 2018 el señor Hernando Osorio Sanabria presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia. Disiente del argumento de que la acción constitucional de tutela es improcedente, pues en su criterio si es este el mecanismo idóneo para dirimir su controversia, puesto que actualmente padece de un cuadro patológico delicado que ha empeorado desde que se le realizó la primera valoración de pérdida de capacidad laboral, a lo cual se debe aunar su avanzada edad; por estas razones considera que a través de la acción de tutela es factible ordenar a Colpensiones la realización de una nueva calificación de pérdida de capacidad laboral sin tener que esperar que transcurra un año.                      
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema Jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma el recurrente, Colpensiones ha desconocido sus derechos fundamentales, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada al concluir que tal transgresión no ocurrió, y que por el contrario, el actuar de dicha entidad ha sido motivado con la normativa vigente y aplicable para el caso concreto. 
3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 Superior, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de alguna autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona como integrante de la sociedad, por ello el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos prácticos y seguros para su protección. 

Previo a abordar los argumentos propuestos por el recurrente en su escrito de impugnación, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non para dar paso al estudio de fondo que se pretende, dado que si bien el mecanismo de amparo se caracteriza principalmente por su informalidad, ello no implica que para su interposición se hayan dejado de contemplar algunos requisitos mínimos que deben ser evaluados por el Juez constitucional antes de imprimirle el trámite correspondiente al asunto puesto bajo su conocimiento; tales exigencias se circunscriben en tres a saber: legitimación, subsidiariedad e inmediatez.  
El artículo 86 de la Constitución política, así como el 10 del Decreto 2591 de 1991, nos indican qué personas están habilitadas o facultadas para acudir a la solicitud de amparo constitucional, particularidad que ha sido denominada legitimación en la causa por activa; de aquellos se desprende que la acción de tutela puede ser ejercida por quien ha sido directamente afectado en sus derechos o garantías fundamentales, y cuando este se encuentre imposibilitado para acudir por sí mismo a invocar su protección, puede hacerlo por intermedio de un tercero, para que actúe en su nombre bajo las figuras del agente oficioso o del apoderado judicial. De igual forma, el mentado artículo 86 Superior se refiere al sujeto pasivo de la acción tuitiva, siendo este la autoridad o el particular responsable, por acción u omisión, de la conducta trasgresora de las garantías fundamentales que se reclaman, a lo que se le llama legitimación en la causa por pasiva. 
En este preciso caso, vemos que se cumple con el requisito de legitimación, tanto por activa, como por pasiva, toda vez que el señor Hernando Osorio Sanabria, quien instauró la acción, es el titular de los derechos que aquí se reclaman, y por su parte, Colpensiones, es la entidad encargada de emitir en primera instancia el dictamen de pérdida de capacidad laboral que él pretende, y cuya negativa considera desconocedora de sus prerrogativas fundamentales.   
Superado el anterior tópico, se debe establecer si se cumple con el principio de inmediatez, el cual hace referencia a la oportunidad en la cual se ejerce en la acción tuitiva, dado que si bien el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, por lo menos debe ser interpuesta en un tiempo razonable, prudencial y adecuado desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión.
Así las cosas, puede concluirse con facilidad que el señor Hernando Osorio Sanabria sí cumple con dicho requisito de procedibilidad, dado que los cuestionamientos realizados por él tienen relación con una solicitud de calificación de PCL que presentara ante Colpensiones el 7 de febrero de la presente anualidad, cuya negativa fue conocida por él apenas el 9 de mayo ídem, es decir que para el momento de acudir a la querella de amparo, había transcurrido apenas un mes desde que acaeció el hecho que el señor Hernando señala como trasgresor.   
Finalmente, se pasará a analizar lo concerniente al presupuesto de la subsidiariedad, el cual tiene su base en el mismo artículo 86 Constitucional, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. 
En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, indica que la acción de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”
Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
  constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar cuál es la norma a aplicar o inaplicar en cada caso concreto
Por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 

En el presente asunto, el señor Hernando Osorio Sanabria manifestó su inconformidad con la decisión tomada por la Juez constitucional de primer nivel, por medio de la cual se negaron las pretensiones reclamadas en contra de Colpensiones, las cuales consistían en obtener, antes del término legalmente establecido, una nueva calificación de su pérdida de capacidad laboral. En ese orden de ideas, sería del caso proceder a analizar si en efecto, la entidad accionada incurrió en una vulneración a los derechos que invoca el recurrente, sin embargo, es evidente que para este preciso caso se incumple con el de requisito de subsidiariedad expuesto en precedencia, como pasa a explicarse: 
Como bien es sabido, el Decreto 1352 de 2013 consagra en su artículo 55 la periodicidad con que debe o, más bien, puede ser evaluada la pérdida de capacidad laboral de una persona que pretende ser declarada inválida, estableciendo que genéricamente debe transcurrir mínimo un año entre un dictamen y otro, pues de esta manera, lo que se revisa en oportunidades futuras es la progresividad de las patologías ya valoradas o la aparición de enfermedades nuevas que impliquen cambios en el porcentaje de PCL. Así mismo, se consagró allí la posibilidad de controvertir el dictamen antes de ese intervalo, por medio de una demanda ante la jurisdicción ordinaria laboral, tal como se indica en el artículo 44 Ibídem. 
No obstante, existen ciertas excepciones a esas pautas normativas, concretamente en aquellos eventos en que se logra establecer que aunque no haya transcurrido el lapso referido atrás, surgen nuevas patologías que requieren ser valoradas de manera urgente, o que algunas de las ya originadas hayan dejado de contemplarse dentro del dictamen expedido por la entidad calificadora, ello, atendiendo el principio de integralidad que debe traer consigo la evaluación que sobre el estado de salud se le haga al examinado. 
Sin embargo, aterrizando las anteriores excepciones al caso puesto en consideración de la Sala, se puede concluir que el accionante no se ubica dentro de esas hipótesis contingentes que abrirían paso a una eventual intervención por parte del Juez Constitucional, pues como él mismo lo reconoció, las patologías que a la hora de ahora tiene diagnosticadas, fueron las mismas que se encontraban anteriormente reconocidas y que incidieron para la expedición del dictamen inicial. Ahora, debe decirse que en el dossier no se observa alguna novedad en el estado de salud del señor Osorio Sanabria que por su gravedad amerite un desconocimiento de los términos que han sido legalmente estatuidos para reevaluar su pérdida de capacidad laboral, tampoco se acreditó que a la hora de ahora haya surgido una nueva patología que haga necesaria la agilización del trámite administrativo de calificación.  

En ese orden de ideas, resulta inviable acceder a las solicitudes deprecadas por el accionante, pues a criterio de esta Colegiatura, es claro que alegando una condición de salud crítica muchísimas personas tendrían la posibilidad de acudir al mecanismo de amparo constitucional para saltarse el procedimiento que normativamente se ha contemplado para esos fines, pues es precisamente la expectativa de una posible invalidez lo que los llevaría a pensar en que, como sujetos de especial protección gozarían de un trato preferencial, no obstante, la acción de tutela no posee esa marcada simplicidad que en este caso se busca, pues como se advirtió en precedencia, si bien, su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente, al no cumplirse con el requisito de inmediatez, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos; de acuerdo a ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda el 18 de junio de 2018, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia C-543 de 1992
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